Comisión Especial con fines legislativos 
yde Le od : 
investigación vinculados al lavado de MErSIOn e TOC. 
activos y crimen organizado 
Carpeta N* 1991 de 2007 


LAVADO DE ACTIVOS Y CRIMEN ORGANIZADO 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Hebert Clavijo. 


MIEMBROS: — Señores Representantes Alfredo Asti, Richard Charamelo, Jorge Gandini, Mary Pacheco e 
Iván Posada. 


INVITADOS: — Contador Ricardo Gil, Secretario General de la Secretaría Nacional Antilavado de Activos de 
la Presidencia de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE (Clavijo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Se nos informa que a través de la Comisión de Presupuestos ingresó un proyecto de ley relativo a la creación de 
Fiscalías, que ya fue aprobado. Hubiese sido conveniente entrevistarnos con el señor Presidente para analizar la 
posibilidad de incorporarnos a esa Comisión. 


SEÑOR ASTI.- Hubiese sido interesante que nosotros participáramos, pero visto que esto ya venía con 
media sanción del Senado y que de alguna manera tratamos no el proyecto pero sí el tema cuando 
anunciamos que era intención del Poder Ejecutivo y del Poder Judicial la constitución de estas Fiscalías y 
de los Juzgados correspondientes, el hecho de que haya sido aprobado simplemente merece el beneplácito 
de parte nuestra. 


(Ingresa a Sala el contador Ricardo Gil) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión da la bienvenida al Secretario General de la Secretaría Nacional 
Antilavado de Activos de la Presidencia de la República, contador Ricardo Gil. 


Es intención de esta Comisión informarse de los diferentes proyectos que están en curso y que tienen que ver con 
el lavado de activos, en cuanto a la modificación de la ley anticorrupción. Queremos expresar nuestro beneplácito 
porque, según se nos ha informado, en el día de ayer se aprobó el proyecto de ley relativo a la creación de las 
Fiscalías. Sería bueno también conversar sobre el proyecto de ley de recuperación de activos que vendría del 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR GIL.- Es un gusto estar en esta Comisión. El año pasado concurrí a la Comisión del Senado y en 
ese momento presenté un informe escrito. Pensé que podía ser útil para ustedes que lo actualizara con lo 
que ha pasado este año y por eso traje algunas copias para dejárselas. En el documento resumimos nuestro 
trabajo de estos tres años, los resultados y lo bastante que nos queda por hacer. 


De todos modos, diría que un elemento central hasta este año fue que a partir de definir la necesidad de trabajar 
activamente contra el lavado de activos y un diagnóstico por el que reconocíamos que era un fenómeno que 
existía en Uruguay y que había que reconocerlo para poder empezar a trabajar y a prevenirlo, la característica de 
nuestro trabajo fue movernos tanto en estructura como en legislación con lo que existía en aquel momento. 


Desde nuestro punto de vista, el trabajo en materia de prevención y combate al lavado de activos es difícil porque 
requiere muchas cosas y es muy fácil no hacer; hay muchos argumentos para no hacer. Sin embargo, nosotros 
partimos de una visión contraria porque pensamos qué podemos hacer con lo que hay. Debemos partir de la base 
de que el marco legislativo existente era bueno porque la ley que se aprobó en 2004 fue una buena norma. Con 
ese marco legal teníamos muchísimo para hacer, aunque la estructura con que se venía trabajando desde el 
período anterior no era la ideal, pero servía, y trabajamos hasta este año de esa manera. 


Nos parecía importante demostrar, y de alguna manera poder afirmar, que el fenómeno de lavado existía, que era 
un riesgo importante que el país tenía que enfrentar y que para eso no había que buscar las razones para no hacer 
sino trabajar en serio y ver qué se puede concretar. 


Los señores Diputados saben que en estos tres años y medio ha habido importantes resultados concretos. 
Nosotros decimos que al trabajar en esto en algún momento tenemos que ver los frutos y estos son, por un lado, 
desmantelar a las organizaciones que están trabajando en esta actividad lo cual implica resultados en materia de 
Justicia Penal y, por otro, recuperar bienes para la sociedad. Este último es para nosotros uno de los puntos 
críticos. Estas organizaciones mueven muchísimo dinero, muchísimos fondos; poner a las personas presas, 
sacarles las armas y las drogas es una parte importante, pero también lo es recuperar para la sociedad esos bienes 
que han acumulado a partir de actividades ilegales y utilizarlos productivamente en todas las áreas, desde las 
preventivas hasta las represivas. En un país donde todos tenemos conciencia de las limitaciones de los recursos, 
disponer de millones de dólares como lo hace esta gente es realmente un arma importante si la manejamos bien. 
Recuperar estos bienes es administrarlos bien, con transparencia. 


Entonces, durante este período trabajamos con la estructura que había, con la ley de 2004 y muy pocas reformas 
y ajustes posteriores. A partir de que comenzamos a creer que los resultados han sido buenos e importantes, 
recién en el año pasado nos planteamos la necesidad de hacer un ajuste en la normativa y en la estructura. En 
cuanto a la normativa, yo sigo sosteniendo que la ley de 2004 es buena; lo que debemos hacer es compensar o 
tapar algunos agujeros que hemos detectado, pero no cambiar el marco en sí. Hay situaciones en las que uno 
podría decir que hay que cambiar el marco, pero en este caso el marco es bueno, solo hay que hacer ajustes que 
impidan que se nos escapen algunas cosas o que no podamos hacer otras. A su vez, al hacer ajustes hay que ser 
muy equilibrados porque este es un delito bastante especial en el que se pueden transgredir los derechos 
procesales y los derechos humanos de la gente, ya que implica técnicas especiales de investigación y en algunos 
casos mecanismos difíciles de prueba. Se trata de un delito en el que el Estado transfiere a la sociedad civil 
algunas obligaciones. A esta altura estoy convencido de que eso es imprescindible, pero ello no quiere decir que 
sea deseable y que uno lo utilice de manera indiscriminada. Es muy fácil trasladar obligaciones en esto. En la 
Ley o en Derecho Penal vinculado al lavado de activos se llama sujetos obligados a aquellos organismos que 
tienen obligaciones. Es muy fácil generalizar y poner obligaciones a todo el mundo. Nosotros decimos que los 
primeros obligados somos nosotros y después debemos conseguir la cooperación de algunos actores del sector 
privado, es decir, del sector financiero, inmobiliario, etcétera. Es un trabajo que se debe realizar en conjunto; no 
se trata de trasladar obligaciones y que después haya castigo si alguien no cumple. 


En definitiva, hemos sido bastante cuidadosos y el año pasado consideramos que sí había elementos para 
comenzar a realizar un ajuste normativo. En realidad son varios capítulos porque se ataca a distintas zonas. A 
esos efectos, en el marco de lo que en aquel momento era el CECPLA Centro de Capacitación en Prevención del 
Lavado de Activos; todavía no existía la Secretaría constituimos una Comisión de juristas, de gente que ha 
trabajado durante años en esto y que sabe del tema, y le pedimos que estudiara alguna propuesta de ajuste en ese 
sentido. En general hemos manejado con bastante discreción la existencia de la Comisión y los nombres de sus 
integrantes, pero me parece que en este ámbito es necesario dar esa información. En esa Comisión trabajó un 
Juez Penal, el doctor Jorge Díaz, que ha tenido buena experiencia y capacitación en este tema. También estuvo 
una Fiscal lamentablemente no está más, la doctora Olga Carballo, que sabía mucho y tenía mucha experiencia. 
Asimismo estuvo el doctor Leonardo Costa, que fue Prosecretario de la Presidencia en el Gobierno anterior y 
además trabajó intensamente en el tema del lavado de activos, con quien hemos desarrollado zonas importantes 
de cooperación. Participó el doctor Gabriel Adriasola, Juez Penal, asesor y profesor en estos temas; importa 
señalar que él es asesor de varios sujetos obligados lo hemos encontrado en algunas reuniones como asesor de 
empresas o de Bancos; es una persona que la hemos incorporado a cooperar ya que en algunos planos está del 
otro lado del mostrador y eso también es bueno. También intervino la doctora María Rosa Longone, que era 


asesora del Ministerio de Economía y Finanzas, quien en el Período anterior trabajó en el CECPLA y se mantuvo 
trabajando en este Período. Además, participamos de manera más irregular algunos que no éramos abogados, 
como la gente de la UIAF del Banco Central. Esa Comisión elaboró una serie de propuestas y concretó un 
proyecto con la idea de iniciar un proceso que culminara con su presentación ante el Parlamento. 


En el medio surgió otra instancia. Se había creado una Comisión con el Poder Judicial, la Junta Nacional de 
Drogas, CEJU fundamentalmente para analizar distintos temas, y se planteó discutir una propuesta en ese seno, 
lo que nos pareció bien, porque algunos temas que proponíamos por ejemplo, la creación de Juzgados y Fiscalías 
no habían tenido hasta ese momento el apoyo de la Suprema Corte de Justicia. Nos pareció bueno tener una 
instancia especial con ellos, que comenzó a funcionar en febrero o marzo de este año y trabajó un par de meses. 
Para nosotros fue muy importante la creación de esa Comisión con el Poder Judicial, que estuvo integrada por el 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, la Directora del CEJU, tres Jueces y un representante del Banco 
Central del Uruguay, uno del Ministerio de Economía y Finanzas, el Fiscal de Corte que participó en alguna 
reunión; si no iba, concurrían otros Fiscales y nosotros. 


Ese grupo de trabajo discutió estos proyectos, paralelamente con la discusión nacional del IRPF y afines. A mi 
entender, el trabajo fue muy positivo porque, por un lado, había discusiones fuertes y, por otro, en un ambiente 
bastante discreto y de perfil bajo se trabajó en estos temas y se avanzó. El proyecto que presentamos se modificó, 
no en grandes líneas, pero se mejoró. 


En esa instancia en algún momento se valoró la importancia de, por lo menos, mantener informados a los 
Presidentes de las dos Comisiones de esta y de la creada en el Senado, quienes fueron invitados y participaron en 
alguna oportunidad, si no personalmente, a través de Diputados o Senadores por ellos designados. 


El trabajo terminó con una propuesta, desglosada en dos: el proyecto de creación de los Juzgados especializados 
y Fiscalías, que tenía plazos distintos y la intención era presentarlo en el marco de la Rendición de Cuentas, y 
otro proyecto de ajuste más propiamente normativo, que lo terminamos y en este momento estamos redactando la 
exposición de motivos, y no quisimos presentarlo mientras se discutía la Rendición de Cuentas, porque nos 
pareció que los tiempos eran distintos y no sería conveniente amontonar cosas. La idea era que primero se 
analizara lo que tenía plazos y se discutiera lo otro más tranquilo, más allá de que para nosotros es muy 
importante concretarlo con la mayor brevedad. 


Por el lado normativo, este proyecto que estamos terminando incluye algunas zonas y algún ajuste a la ley de 
2004 en materia de delitos precedentes al lavado de activos. Como se sabe, el lavado de activos conceptualmente 
es una cosa, es la intención de legitimar ganancias que provienen del delito, pero en la práctica el delito de lavado 
de activos solo se constituye en nuestro país cuando las ganancias provienen de ciertos delitos específicamente 
señalados. A nuestro entender, los principales delitos ya están. Como se sabe, en estos temas existen 
recomendaciones internacionales de organismos y una larga lista de delitos precedentes, que van desde el 
homicidio hasta otros que para nosotros no tienen trascendencia, porque nuestro planteamiento, como en otros 
temas, es que tenemos el narcotráfico, el contrabando, la corrupción, el tráfico de armas, y podríamos agregar 
cuarenta delitos más, pero están los principales y si no hacemos nada, por más que agreguemos delitos, no sirve. 
Quizás haya que agregar alguno, pero los principales están, y de hecho ha habido en estos tres años, si no me 
equivoco, veintitrés procesamientos, todos por lavado de activos provenientes del narcotráfico. 


Es nuestra obligación demostrar que acá también se lavan activos provenientes de la corrupción, del tráfico de 
armas, del contrabando y del proxenetismo, porque estamos seguros, y ese es nuestro desafío en los próximos 
tiempos. Por lo tanto, sinceramente no nos preocupa tanto agregar más delitos como delitos precedentes. 


Por eso decía que cada delito que uno agrega es una nueva zona donde se establecen normas, técnicas de 
investigación y de procedimiento que en la medida en que uno pueda deberían estar restringidos al mínimo. 


También se propone agregar algunos sujetos obligados. La ley de 2004 incorporó lo que nosotros llamamos el 
sector no financiero, es decir, además de todo el sector financiero, agregó casinos, inmobiliarias, vendedores de 
obras de arte y de metales preciosos, bienes potencialmente de mucho valor y de precios difíciles de controlar, y 
a los administradores profesionales de sociedades por cuenta de terceros. 


En estos años hemos verificado en los casos concretos que, de alguna manera, allí están los mayores sectores de 
riesgo, donde la gente sana puede aportar al Estado elementos para trabajar mejor, pero encontramos algunos 
problemas. El principal es que prácticamente en el 90% de los casos hemos detectado lavado o inversiones de 
dinero proveniente del narcotráfico en el sector inmobiliario. Las inmobiliarias son sujetos obligados, pero para 


nosotros el sector inmobiliario no son solo las inmobiliarias, porque en ese sentido coincidimos con las 
inmobiliarias está todo el problema del sector informal. 


SEÑOR POSADA.- ¿Y los escribanos? 


SEÑOR GIL.- Los escribanos es una de nuestras propuestas. Todo lo que se pueda formalizar del sector 
inmobiliario lo vamos a apoyar, porque para nuestra tarea viene bien. Las inmobiliarias, los promotores 
privados, los rematadores y todos los que participan en la intermediación de inmuebles, deben estar 
incluidos. Además, entendemos que los escribanos por la función que cumplen en nuestro país en el 
mercado inmobiliario, son actores clave, que actúan en los casos que se canalizan a través del sector 
informal. Por eso, son muy importantes. 


Cada vez que uno propone incorporar un sector como sujeto obligado, obviamente se genera resistencia, y lo 
entiendo; yo haría lo mismo. En el proyecto de la ley 2004 se propuso que los sujetos obligados serían 
contadores, abogados, no en todos los casos, pero sí en ciertas actividades; esto no se mantuvo en la ley que se 
aprobó. 


Esto genera una situación, que yo veo que se repite. Si uno propone a los profesionales como sujetos obligados, 
reaccionan para tratar de evitarlo, y una vez que lo evitan, dicen: "¡Puf! ¡Zafé!". Entonces, estamos discutiendo 
en ese sentido con el Colegio de Contadores. Nosotros no vamos a proponer que los contadores sean sujetos 
obligados, porque está bien como se establece en la ley, pero los contadores tienen algo que aportar. Entonces, 
preocúpense, abran la cabeza a sus miembros, generen una actitud mucho más alerta, porque si no la única 
posibilidad tendría que ser sujeto obligado o nada, lo que obliga al Estado nos parece que hay que evitarlo a 
agrandar la lista de sujetos obligados, y todo termina como en otros países donde hay treinta mil sujetos 
obligados que nadie controla. Si uno agrega un sujeto obligado y no lo controla, está mal; no tiene sentido que el 
Estado diga a un sector: "Usted tiene obligaciones, pero yo las mías no las cumplo". 


El problema con los escribanos es que su presencia en el sector inmobiliario es clave. A la vez, la actividad del 
sector inmobiliario que tiene mucha teoría en todo el mundo en pocos lados he visto que se trabaja en serio. 
Donde lo he visto trabajado mejor fue en España, que tuvieron problemas serios con el sector inmobiliario, y 
llegaron a una solución, que podría ser interesante, que es que la prevención se haga a través del colegio de 
notarios. Es decir, el escribano no es quien reporta, avisa o informa, sino el colegio. Eso supone que tendría que 
existir colegialización obligatoria y una serie de mecanismos que hoy no existen en nuestro país. No obstante, 
sería posible utilizar a los organismos intermedios, para que hicieran economía de escala, mejorar la información, 
cruzarla, sacar al profesional individual una serie de cargas, y me refiero a la Asociación de Escribanos del 
Uruguay, a la Caja Notarial y al Registro. Si pudiéramos potenciar allí una base de información común, 
seguramente los escribanos se sentirían menos presionados y agredidos, porque lo primero que nos plantearon 
nos reunimos con la Asociación de Escribanos para conversar fue: "Tenemos el IRPF, esto y lo otro; todo el 
mundo nos carga a nosotros". La idea no es cargar cosas, sino saber cómo hacemos para que los escribanos 
colaboren. No es una tarea sencilla. 


Increíblemente, tuvimos mejor respuesta de las inmobiliarias, que plantearon una serie de argumentos, que son 
todos de recibo. Nos dijeron: "Yo tengo un cliente que viene, por ejemplo, de Rusia. ¿Cómo lo controlo?". 
Controlar a clientes de Argentina es muy difícil, porque la evasión fiscal en nuestro país no es delito precedente, 
pero en Argentina, habiendo mucho dinero, es evasión fiscal. De no controlar nada a controlar todo, no vamos a 
pasar ni en diez días, ni en uno o dos años; esto es un proceso. Analicemos zonas de riesgo, analicemos qué 
podemos hacer en cada una de ellas y tomemos las medidas. Si tengo un cliente lejano del cual es difícil 
conseguir información, es una cosa, pero si Juancito de San Gregorio de Polanco aparece con US$ 1:000.000 
comprando una propiedad, es más fácil. Si pretendiera controlar una compra de propiedades con el Banco 
Hipotecario del Uruguay por US$ 40.000, nos estaríamos cargando con un volumen de trabajo que no podríamos 
abarcar. Bueno, hagamos cortes y fijemos umbrales; digámonos: "El riesgo está acá". 


En todo el tema del lavado, si uno no trabaja con una percepción de riesgo, se enloquece. Si un Banco le hace el 
mismo control a una gran empresa, que a un ahorrista individual, será una maquinaria absolutamente pesada, que 
no le va a servir al Banco y que, además, le complicará la vida al ahorrista individual, que no está preparado para 
afrontar esa carga. De la misma manera, nosotros no podemos pedir a una inmobiliaria que tenga el mismo 
oficial de cumplimiento, manual y auditoría que un Banco. No tiene sentido; no podemos jamás proponer una 
cosa así. Es por eso que es fundamental el tema del diálogo con esos sectores. 


Volviendo al tema de los sectores a incorporar, sugerimos al sector inmobiliario en su conjunto y al de zonas 
francas, que también nos preocupa por cosas que hemos detectado. En las zonas francas hay, primero, una 
responsabilidad del Estado; creemos que el control de distintos organismos que tienen que ver allí no está 
adecuadamente coordinado pero, además, hemos verificado que se registran operadores, usuarios de la zona 
franca que, en realidad, nadie sabe bien lo que hacen y que buscan, con una denominación medio ambigua, 
quedar fuera del control del Banco Central y, en definitiva, después no se sabe bien quién los controla. Entonces, 
queremos tener una relación con los explotadores de zona franca, que son quienes de alguna manera administran 
la prestación del servicio. 


En principio, no estamos planteando la inclusión de ningún otro sector, porque nos parece que hoy no existen 
otros en el mismo nivel de riesgo ni las condiciones para acompañar esa asignación de responsabilidades, en el 
sentido de que podamos controlar y supervisar. Con los recursos disponibles es una responsabilidad con la que 
vamos cumpliendo; hoy el sector financiero está razonablemente bien; la unidad del Banco Central que tiene esta 
responsabilidad tenía cuatro funcionarios hace tres años y, si no me equivoco, hoy tiene dieciocho funcionarios, 
por lo que es una estructura razonable para recibir información, investigar y apoyar las investigaciones. La parte 
del sector no financiero, el Ministerio de Economía y Finanzas se lo asignó a la Auditoría Interna de la Nación, 
que todavía no tiene un cuerpo capacitado ni cuenta con un número de personas adecuado como para controlar, 
básicamente, a casinos, al sector inmobiliario y al sector de venta y de administración de sociedades, que es un 
sector donde, en realidad, no se lava, pero que se usa para lavar. Esto lo hemos detectado en la totalidad de las 
grandes organizaciones que aparecieron en Uruguay que usaron sociedades de este tipo. Recientemente iniciamos 
contacto con algunos estudios, porque es un sector que está obligado por la ley de 2004, en el que no se está 
trabajando bien y asumimos que para que se empiece a trabajar bien, lo primero que tenemos que hacer es 
trabajar nosotros, generar una relación con ellos, detectar los problemas y, de alguna manera, bajar un poco a 
tierra el decreto reglamentario de la ley para reconocer, en cada una de las zonas de actividad, cuáles son los 
problemas específicos y las cosas que más nos deberían preocupar. 


En el proyecto aparece todo un capítulo sobre medidas cautelares y decomisos. Yo decía hoy que es importante la 
recuperación de bienes. Todos sabemos que capturar un bien no significa recuperarlo. Si ese bien termina en un 
campo, a la intemperie, durante tres años, no se garantiza nada; al revés; es un problema. Actualmente, hay 
normas que son aplicables, pero en este proyecto queríamos sistematizar eso. Queríamos establecer de qué 
manera se inicia el proceso, se incauta, se toman las medidas cautelares, que son responsabilidad del Juez, 
etcétera. Ya existen disposiciones legales que establecen que al final del proceso, con la sentencia, si se decomisa, 
eso va a un Fondo constituido en el ámbito de la Junta Nacional de Drogas, pero tenemos que cambiar todos la 
cabeza, y eso se va haciendo de a poco. Cada uno de esos pasos es imprescindible. Si no incautamos, no llegamos 
al decomiso. Si no cuidamos, llegamos al decomiso, pero el bien se convierte en chatarra. Hasta que no haya 
sentencia, no se puede decomisar y eso, nos guste o no, es así. 


SEÑOR POSADA.- La preocupación estaba referida, más que nada, a los plazos que se dan, precisamente, 
entre el procesamiento y la sentencia definitiva, que es lo que genera esa situación en la cual muchas veces 
los bienes que se incautan y decomisan terminan perdiendo su valor porque tienen que ser dejados a la 
intemperie o lo que fuere; no hay un cuidado de las cosas. Concretamente, ¿el proyecto introduce alguna 
norma para que estos juicios tengan una aceleración en lo que refiere a los plazos? 


SEÑOR GIL.- En ese sentido, el proyecto no prevé nada especial. 


Por supuesto, ese tema lo asumimos de inmediato en la medida de que quedó claro que el decomiso requería la 
sentencia y que estas demoran dos, tres o cinco años. Pensamos que debería acelerarse por la vía de los Juzgados 
especializados. Por eso, no quisimos plantear nada diferente en el proyecto en cuanto a fijar algún plazo que 
después no se pudiera cumplir o que fuera formal. Ahora, también nos parece que hay algunas cosas que sí se 
pueden hacer. Por ejemplo, después de la experiencia de estos años, estoy seguro de que es una utopía pensar que 
un Juez Penal que mandó detener un vehículo, lo embargó específicamente y le puso un embargo genérico a sus 
propietarios puede hacer el seguimiento de quién tiene el vehículo, saber si lo cuidan, si pagan la patente o si no 
hay que pagarla en función de que ello estuviere acordado con la Intendencia. El Juez no puede hacer esto. 
Entonces, de alguna manera tenemos que generar un apoyo a los Jueces. Está bien; la existencia de dos Jueces 
especializados tiende a una concentración y eso es bueno, pero no podemos pedirles que hagan el seguimiento 
administrativo del caso. Mi opinión es que desde el organismo que administra el Fondo se debería hacer un 
seguimiento que apoyara al Juez en ese primer período. 


Queremos discutir medidas que, precisamente, los Jueces y abogados que trabajaron en este proyecto nos dicen 
que son posibles. ¿Por qué tengo que guardar el auto? ¿No lo puedo rematar, guardar la plata y asegurarme de 


que el remate sea clarito, que nadie diga que el precio fue vil ni nada por el estilo, pero evitar administrar un 
bien? Porque un auto es un auto; una avioneta es una avioneta; cada cosa en sí misma implica una administración 
compleja. Sin meterme en temas demasiado amplios, digo que la Junta Nacional de Drogas no es la mejor para 
administrar, llegado el caso, una empresa; no parece razonable que el Estado o la Justicia fijen un interventor que 
administre una empresa grande que funcione durante un período largo. En nuestra opinión, la realización de los 
bienes para mayor brevedad es la mejor solución. De alguna manea, hemos sistematizado el procedimiento para 
dejarlo lo más claro posible. Esto sí se puede hacer hoy. En el corto plazo, queremos generar eso. En el mediano 
plazo, estamos trabajando en un proyecto con la OEA, que lo desarrollan Uruguay, Argentina y Chile, sobre las 
experiencias en la región y, sobre todo, en Centroamérica, de administración de Fondos de Bienes Decomisados. 
En Costa Rica hay una experiencia muy interesante para aprender y no tropezar otra vez con la misma piedra, 
con una óptica que respete la tradición garantista del país. No hemos incorporado lo que hoy en algunos países 
está fuerte, que es la famosa extinción de dominio, que se impulsó en Colombia que, de alguna manera, para 
nosotros supone una realidad que no es la nuestra y una opción sobre los derechos individuales que en Uruguay 
no se justifica. Pero la idea es trabajar en el corto plazo con este proyecto y en el mediano plazo dos o tres años 
como máximo con el de la OEA para que podamos mejorar todo esto. 


Acá hay un montón de bienes incautados y decomisados en casos anteriores que ya deberían pasar propiedad del 
Estado. Ahora bien, si queremos tomar contacto con todo eso, administrarlo y venderlo, no nos va a dar la nafta. 
Entonces, lo que estamos priorizando es la recopilación de toda la información sobre los bienes que hoy ya están 
decomisados, para poder definir rápidamente sobre ellos y darles destino. Luego, en una segunda etapa, 
entraríamos a trabajar sobre los bienes incautados los que siguen siendo de su dueño anterior hasta que sean 
decomisados para ver qué se puede hacer con ellos. En este sentido, hay experiencias de todo tipo porque no 
existe una práctica común. Hay Jueces que automáticamente determinan los embargos; hay Jueces Penales que 
no tienen esa experiencia y no siempre hacen eso; hay pocos Jueces que embargan el bien y lo dan en uso a 
alguna institución. Eso genera muchos problemas, así como una presión y un tironeo sobre los Jueces que más 
allá de que esta es una competencia del Juez que a nosotros no nos parecen razonables. Ahora bien, la mayoría de 
los Jueces no conceden el uso, lo cual nos muestra la otra cara: el bien se deteriora porque queda por ahí. Por 
ejemplo, en estos tres años aparecieron tres avionetas. Y si uno deja una avioneta por ahí, cuando la quiere usar, 
ya no sirve para nada. Entonces, estamos tratando de que sean destinadas a la Fuerza Aérea, para que por lo 
menos sean cuidadas y los Jueces decidan si la dan en uso o no. El dar un bien en uso supone una responsabilidad 
para el Juez; entiendo que no siempre estén dispuestos a asumirla, porque eso implica controlar y vigilar. Hace 
poco en Honduras dieron en uso un barco que habían agarrado con droga. A los tres meses ese barco apareció con 
cuatro mil quilos de cocaína: entonces, se querían matar. En realidad, el dar un barco en uso implica seguir 
controlando a quien se lo otorgan y para qué lo usa, y ese es un fardo difícil. 


Yo sigo pensando esta es una idea que estamos trabajando que lo más sano sería transformar el bien en plata y 
dejarla guardada. Eso implicaría menos costos, aun para el propietario, porque si este tenía razón, y el bien no 
debía ser decomisado, es probable que cuando lo reciba esté estropeado. En cierto que podrá ejercer su derecho y 
reclamará, pero le estamos generando una complicación. 


SEÑOR POSADA.- En tal caso, ¿no sería apropiado ingresar en el tema del aceleramiento de los juicios? 
Porque de lo contrario estaríamos exactamente en lo mismo. Digo esto, sobre todo, aprovechando la 
instancia de que se tendrían Juzgados especiales para estos delitos. 


SEÑOR GIL.- A mí la idea me gusta, pero estamos yendo despacio. Si uno plantea el tema de los tiempos 
de los juicios, verá que este empieza a tocarse con otros, como cuál es nuestro sistema procesal o qué 
función cumple el Juez o el Fiscal. Esto no se puede analizar desde el ángulo del lavado, sino desde una 
visión mucho más general sobre la Justicia. Entonces, no queremos proponer soluciones que toquen 
aspectos globales que, en definitiva, generen una demora, ni meternos en áreas que en realidad no son las 
nuestras. La idea es que hagamos funcionar los Juzgados especializados y que veamos cómo trabajan. 
Creo que tener dos o cuatro interlocutores, dos Jueces, dos Fiscales, va a ser mucho más fácil para 
administrar todo este tipo de problemas. Así iremos corrigiendo las cosas. Yo creo que, sin duda, vamos a 
tener que pasar por distintas etapas para que esto funcione bien. 


Sinceramente, me parece que si se trabaja bien, estaremos hablando de una masa de dinero muy grande. En estos 
tres años nosotros hemos visto pasar bienes de organizaciones delictivas que están en el entorno de los US$ 
20:000.000, o sea que es mucho dinero. Y a mí me preocupa que, de recuperarse todo ese dinero, exista un 
organismo que lo administre bien, que sea transparente, para que esto no se mezcle jamás con algo que tenga que 
ver con mal manejo. Por lo tanto, debemos ir construyendo todo eso con mucho cuidado para evitar que haya un 


problema y que por un mal manejo se desacredite todo el mecanismo, que creo que es muy legítimo. Es 
responsabilidad nuestra llevar las cosas en acuerdo con los actores y ver cómo actuamos. 


El tema de la administración del Fondo lo venimos planteando desde que empezamos, pero hemos sido lentos, 
porque hoy deberíamos tener aprobado un reglamento muy claro, que no hemos logrado definir. Es cierto que se 
ha trabajado con poca gente y que a veces las prioridades las marca la propia realidad. Los casos que se han 
generado han desbordado un poco la capacidad que se tenía para absorberlos y hemos tenido las dificultades 
lógicas que surgen por las prácticas diferentes de los Jueces. En este sentido, soy absolutamente consciente de 
que muchos de esos bienes que vemos pasar se nos van a escapar. Se está aprendiendo; no se le pueden imponer 
cosas a nadie y si un Juez no embarga y los tipos venden a los veinte días como seguramente ha pasado después 
es tarde. 


Se trata, pues, de un proceso en el que es importante abrir las cabezas y determinar el objetivo: recuperar para la 
sociedad bienes y dinero, que es mucho. Entonces, hay que ir haciendo correcciones para que ese proceso sea 
rápido, sano y eficiente y para que la sociedad vea los beneficios. Creo que eso legitima todo el proceso y, 
además, da ventajas a los actores. 


En estos tiempos, sin manejar grandes cantidades, se ha apoyado a la Policía y a la Fiscalía así como a los 
organismos de prevención en materia de droga. Creo que hay que seguir por esa línea. La idea es apoyar, desde el 
punto de vista material, a los Juzgados especializados que no deberían funcionar en las condiciones en que lo 
hacen los Juzgados normales, con computadoras de regulares para abajo que utilizan programas de la misma 
calidad. Además, no se ha recibido capacitación; entonces, uno los ve trabajar y reconoce que hay problemas. En 
esa zona que es la mía debemos tratar de que la Junta aporte para que se trabaje bien, por lo menos desde el punto 
de vista material, teniendo en cuenta que tampoco se trata de inversiones brutales ni nada por el estilo: por el 
contrario, son muy razonables. 


Otro capítulo de esta propuesta normativa tiene que ver con técnicas especiales de investigación y métodos de 
prueba. En general, las investigaciones sobre el lavado y las organizaciones del crimen organizado vinculadas al 
lavado, son difíciles. En muchos de los casos exitosos que ha habido en el país se utilizaron las escuchas 
telefónicas. Se ha empleado algún otro mecanismo, como la entrega vigilada que está prevista en la ley del año 
2004. Pero no hay experiencia, y no están previstas en nuestro régimen legislativo, otras fórmulas, en particular, 
lo que se conoce como el "agente infiltrado" o "el colaborador". Tampoco hay un sistema eficaz y amplio de 
protección de testigos, peritos y víctimas. Entonces, la idea es incorporar en esas zonas algunas propuestas, 
siempre sobre la base de un manejo condicionado, determinado y controlado por el Juez, que es la única manera 
en que uno puede conseguir que esto funcione sin transformarse en una herramienta sin control. Los casos que 
hemos tenido que son varios en los que se han utilizado las herramientas actualmente previstas, han tenido un 
manejo serio y controlado por parte de los Jueces, por lo que nos parece conveniente ampliar la batería de 
elementos. 


El proyecto prevé algunas cuestiones parciales, diría, de aclaración de texto de la Ley N* 17.835 porque en 
ciertas evaluaciones que se han hecho en Uruguay por el lado del lavado, así como en algún momento por parte 
de la ONU, se señaló que algunos artículos no eran claros. Nosotros entendíamos que el contenido estaba 
suficientemente claro, pero en la medida en que se va a hacer una reforma de la ley, nos pareció que podría 
aprovecharse la oportunidad para incorporar algunos ajustes de texto que obviamente no violentan el espíritu ni 
las definiciones que el país tiene en la materia para evitar que, justamente, se genere algún problema cuando el 
tema es de forma. En este tema nosotros decimos que Uruguay tiene que hacer lo que debe y no lo que alguien 
diga que tiene que hacer. Pero también es cierto que hay una visión y una presión internacional y que hay 
organismos internacionales que Uruguay integra. En la medida en que se coincida con nuestros objetivos, nos 
parece bien trabajar en forma conjunta con ellos. Hemos trabajado activamente en organismos como GAFISUD, 
en la parte de lavado, y en la OEA, en lo que refiere a drogas y de lavado. También hemos mantenido relaciones 
de apoyo interesantes con otros organismos con los cuales, en lo que refiere a lavado, hemos tenido una relación, 
no conflictiva, pero sí tirante. En realidad, la última evaluación realizada a Uruguay no la hizo GAFISUD sino, 
por un acuerdo, el Fondo Monetario Internacional, en noviembre de 2005. Tuvimos nuestras diferencias con el 
Fondo Monetario, pero una vez terminada la evaluación dijimos: "Nosotros queremos trabajar en serio en esto y 
ustedes nos critican. Bueno, si están dispuestos, precisamos ayuda en esto y en esto, no plata, ni cosas raras, sino 
conocimiento para no tropezar de vuelta con las piedras con las que otros ya tropezaron". La verdad es que 
hemos desarrollado con el Fondo, sobre todo el año pasado, un buen trabajo en conjunto, que además sirvió para 
que el Fondo, en algunos ámbitos como GAFISUD, se haya transformado en un avalador de la seriedad que 
Uruguay tiene. 


Nuestra estrategia en materia internacional es la siguiente: nosotros asumimos una situación de vulnerabilidad, 
decimos que en Uruguay se lava como se lava en todo el mundo y no somos, en ese sentido, ni más ni menos que 
nadie; decimos que estamos trabajando en serio para disminuir esa vulnerabilidad. Pero trabajar en serio no es 
hacer promesas de que a corto plazo cambia todo ni decir que vamos a cazar a todos los fantasmas. De lo que se 
trata es de hacer planes y un análisis diagnóstico. Uruguay venía en un proceso llamado de seguimiento 
intensivo, que implicaba elaborar un informe cada seis meses, y razonablemente, a la hora de elaborarlo, 
notábamos que habíamos cumplido lo que habíamos dicho; no habíamos hecho mucho más, pero tampoco 
menos. Esa es una metodología que impuso el GAFT, en los últimos años, en América Latina. Todos los países 
evaluados con esa metodología están en seguimiento vigilado, Chile, Bolivia, Perú, Ecuador y también Uruguay. 
Nuestro país fue el primero que en julio de este año sacaron de ese régimen, a partir de dos cosas. En primer 
lugar, Uruguay ha sido serio; no pasó ninguna prueba de calidad, pero ha demostrado seriedad. En segundo 
término, nuestro país va a ser evaluado el año que viene. Si Uruguay se desvía, si sale de ese camino, el año que 
viene surgirá en oportunidad de la nueva evaluación. Se trata de un largo proceso que terminará en junio del año 
que viene. 


SEÑOR GANDINI.- Pido disculpas por haber llegado tarde, pero me encontraba en otra reunión. Tal vez 
por ese motivo me haya perdido algo que me preocupa saber y es en qué estado de avance está este 
proyecto en relación con los tiempos para que sea considerado a nivel parlamentario. 


SEÑOR GIL.- El proyecto se divide en dos partes: Juzgados especializados, que se optó por trabajarlo y 
presentarlo antes por un tema de plazos, y con respecto a la segunda parte, estamos redactando la 
fundamentación. La idea es presentarlo a corto plazo; no quisimos superponerlo con la Rendición de 
Cuentas por no meter cosas que quedan en espera y por si aparecía algún elemento de ajuste. Nos 
quedaron algunas cosas dudosas pero, en principio, no hicimos grandes ajustes. El texto está; lo que 
estamos haciendo es redactar la fundamentación. El tema de los procedimientos no es mi especialidad, 
pero nosotros deberíamos entregarlo al Poder Ejecutivo este mes. Si usted me pregunta a mí cuándo me 
gustaría que fuera aprobado, yo le diría que cuanto antes. No queremos demorar y confiamos en que del 
Poder Ejecutivo salga rápido; obviamente, los tiempos del Parlamento los manejan ustedes. No es un 
proyecto muy extenso; lo que pasa es que no se trata solo de un tema sino que comprende varios capítulos 
con cierto grado de autonomía y todos ellos generan cuestiones en las que es necesario el equilibrio; se 
trata de si más delitos precedentes o menos, de si se incluyen más sujetos obligados o no, está el tema de las 
técnicas especiales, etcétera. Aquí uno tiene que compensar la necesaria eficacia del sistema preventivo y 
represivo con el respeto a las tradiciones del país en materia de garantías. Esto está en la cabeza de todos, 
pero a veces pasa que uno, cuando está en determinada función, pierde un poco la noción o la globalidad; 
nos sucede a nosotros. Uno empieza a ver al otro, al tipo que trafica o que lava como alguien distante. En 
realidad debemos suponer que el que está ahí no es culpable sino inocente hasta que se demuestre lo 
contrario. Hay cosas que no podemos ni queremos hacer. No me gustaría estar en una sociedad donde 
cualquiera esté sujeto a que le escuchen las llamadas telefónicas. Hay que ser muy cuidadoso. Eso ya está 
en nuestra legislación; no se está proponiendo ahora, pero son de los temas en que uno dice: "Esto está 
bien, pero...'. ¿Cuáles son los límites? ¿Quiénes los manejan? 


Ultimamente leí sobre algunos casos en los que los Jueces demostraron que los dueños de la pelota son ellos. 
Creo que es sano; el que maneja la situación es el Juez y nadie por el costado se dedica a hacer cosas por la suya. 


SEÑOR GANDINI.- Perdón, ¿cuál es el Ministerio de referencia? 
SEÑOR GIL.- Presidencia. 
SEÑOR GANDINI.- ¿Depende de la Secretaría? Entonces de allí va a venir el proyecto de ley. 


Lo pregunto porque nosotros vamos a tener que citar a esta Comisión al Ministro responsable; ¡claro!, no vamos 
a citar al Presidente, aunque probablemente en este caso sea la Secretaría de Presidencia la convocada. Digo esto 
para ubicar la referencia institucional de este proyecto. 


SEÑOR GIL.- La referencia es la Junta Nacional de Drogas que depende del Prosecretario; el Secretario 
también ha participado en estos temas. 


En términos institucionales hay dos ámbitos: uno es la Comisión coordinadora que está en la zona de la Junta y 
que la integra la Prosecretaría, el Ministerio de Economía y Finanzas, el Ministerio del Interior, el Ministerio de 
Defensa Nacional, el Ministerio de Educación y Cultura y el Banco Central. Ese es el órgano de coordinación a 
nivel de Subsecretarios o similar. Después está la Secretaría, que somos nosotros, la parte funcional, más allá de 
que yo por delegación integro la Comisión y la presido. 


El proyecto en sí fue elaborado por una Comisión de técnicos y todos ellos menos la doctora Olga Carballo que 
se fue del país están a disposición para explicar los motivos de cada una de las propuestas en el plano legislativo, 
el porqué, de donde surgen, cuál es su historia. Para mí han trabajado muy bien y con mucho compromiso. 
También en esto soy absolutamente claro, cuando hablo de la ley del período anterior, habrán notado que a mí lo 
que me importa es que esto se haga bien, que logremos aportar a algo que se parezca cada vez más 
progresivamente a una política de Estado. 


En esa Comisión hay visiones absolutamente distintas desde el punto de vista profesional y partidario. Ha 
trabajado excelentemente bien, y en caso de que existan dudas sobre el contenido del proyecto, no duden en 
convocarnos a nosotros o a ellos. Inclusive, en determinado momento manejamos la posibilidad de tomar la 
iniciativa de proponer algún tipo de instancia en que se pueda hablar de por qué está esto o lo otro, de por qué se 
cambia esta parte de la ley anterior. Manéjenlo ustedes. Nosotros estamos totalmente a disposición. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero hacer un comentario en relación a la última intervención del contador Gil. 


La mayoría de los legisladores necesitamos formación, preparación sobre este tema, ya que estamos aproximados 
a él, algunos más que otros por su profesión, pero la mayoría somos autodidactas en la materia. Además, es un 
tema nuevo en su tratamiento en la órbita institucional. 


Yo creo que, en algún momento, nosotros debemos tomar contacto con el asunto fuera de lo formal. Me estoy 
imaginando alguna instancia de trabajo informal, en la que más que recibir podamos concurrir y hablar con gente 
que ve el tema desde el Banco Central, desde las instituciones que lo enfocan por el ámbito de la seguridad y aun 
de la Justicia, para poder entenderlo en su complejidad, porque presumo que muchos de nosotros tenemos una 
aproximación muy primaria al tema, pero es más lo que está bajo el agua que lo que aflora. Es parte de nuestra 
responsabilidad y de nuestra inquietud acceder a un poco más de información. Repito: no la formal. Esto no 
evitará el debate en Comisión, la comparecencia de autoridades diversas, la explicación sobre cada uno de los 
aspectos del proyecto ni el asesoramiento que dentro del Partido de cada uno de nosotros podamos recibir, de 
gente que está más en el tema. Más bien me estoy refiriendo al acercamiento informal o fuera de los ámbitos 
formales de algunos de nosotros, por lo menos de los que tengamos interés. Esa informalidad puede permitirnos 
mayor confianza, y sin tanto acartonamiento llegar a comprender algunas cosas que la realidad indica y marca, 
porque acá está el gran conflicto eterno entre la seguridad y las garantías. El Uruguay es un país pequeño y tiene 
un montón de libertades que son aprovechadas para sus intereses por quienes operan en este tipo de actividades 
organizadas, y en muchos casos para controlarlas estamos en el filo del renunciamiento a garantías y libertades 
tradicionales que son muy caras para este país. Pero eso implica resolver ese conflicto y para hacerlo hay que 
conocerlo en la realidad, más allá de los datos estadísticos o de los comentarios que un jerarca puede hacer ante 
el Parlamento, cuyas palabras quedan en la versión taquigráfica. Presumo que este asunto requiere, como en 
temas financieros y de seguridad nacional, una aproximación más personal y realista. De manera que dejo 
planteado ese comentario como una posibilidad de trabajo para que en algún momento podamos tenerla. 


SEÑOR ASTTI.- Coincido con el planteo del señor Diputado Gandini. Inclusive, recuerdo que en la primera 
reunión de esta Comisión, el señor Presidente nos había adelantado la intención de preparar un evento, 
quizás no exactamente con las mismas características que plantea el Diputado Gandini, pero creo que las 
dos opciones son perfectamente asimilables. En aquel momento, se entendió por parte de algunos 
legisladores que era demasiado pronto para preparar ese evento, ya que estaban por definirse algunas 
cosas. Nosotros anunciábamos en aquel momento que habíamos participado conjuntamente con el 
Presidente de la Comisión y con el Presidente de la Comisión respectiva del Senado en ese ámbito que el 
contador Gil recién comentaba, cuando se estaba repasando el borrador del proyecto. Desde entonces 
hasta ahora no ha habido muchas más reuniones de la Comisión; creo que hubo dos. 


Está aprobado por el Parlamento pero falta la promulgación, porque hay un veto de por medio, no a este tema 
pero sí a otro de la Rendición de Cuentas, que es la creación de los Juzgados Especiales, y con media sanción y 
aprobación por la Comisión de Presupuestos está la creación de las Fiscalías. Quizás sea este el momento de 
retomarlo, una vez que podamos establecer los contactos correspondientes y recordando la iniciativa que había 


tomado el Diputado Clavijo, Presidente de la Comisión. Sabemos que contamos con la colaboración de la 
Secretaría, y seguramente tendremos que convocar al Poder Judicial, al Banco Central y a la Junta Antidrogas. 
Quizás podamos ir preparando en común ese evento, con la finalidad que establecía el Diputado Gandini, y en un 
capítulo inmediato, ya con otro tipo de difusión, en cuanto a lo que es el trabajo en conjunto de los tres poderes 
en este tema. 


SEÑOR GIL.- Simplemente, quiero decir que estamos a disposición para cualquiera de esas opciones. 
Además, hemos hablado con los miembros de la Comisión de Juristas acerca de que en algún momento tal 
vez tengamos que salir a dar explicaciones ya que, como decía el Diputado Gandini, son temas en los que 
uno se mete y después todos los que estamos en esto hablamos de lo mismo y nos olvidamos de que el resto 
lo va siguiendo. Por ejemplo, se nos incorporan palabras como "sujeto obligado", que después hay que 
bajar a tierra. 


Estoy encantado de poder participar en instancias de trabajo informales, porque si yo tuviera que recibir un 
proyecto me gustaría que alguien me informara un poco más, no solo de manera formal lo que dice la ley anterior 
Inclusive, nosotros podemos armar una mañana o un día entero, para la primera parte de algunas exposiciones del 
Banco Central, del Poder Judicial y de la gente de la Policía que más ha trabajado en estos temas, y después 
realizar debates e intercambios abiertos con la concurrencia o amplitud que a ustedes les parezca. 


Dentro de las cosas que yo valoro más de este Período, que a veces no aparece en los informes escritos, es que se 
ha logrado crear un grupo de gente de distintos lados, que está coordinando muy bien y que ha generado mucha 
confianza, con el que a veces nos peleamos muchísimo en discusiones teóricas, pero es la discusión entre quienes 
están en el mismo cuadro. No es fácil. 


Esta es mi primera experiencia en el Estado. Uno presume el tema de las chacras, las cuotas de poder y la 
desconfianza, y existe. Por suerte, en este tema se ha ido logrando que gente del Poder Judicial, Jueces, del 
Instituto Técnico Forense, de la Policía, y del Banco Central, hoy esté con la camiseta puesta trabajando, aunque 
tienen dudas en estos temas en cuanto a cómo manejamos los equilibrios; no es fácil. 


Realmente, para mí el tema del equipo es una de las cosas más ricas que se ha generado, que ha permitido que 
hoy tengamos resultados mejores que los que teníamos al principio. Esa misma gente es la que dice que está 
dispuesta a tratar de convencer a todo el mundo de que esto es lo bueno, y si hay una instancia para trasmitirlo, 
va a estar todo el mundo presente y sin ningún problema. 


SEÑOR ASTI.- Quiero hacer un aporte más. 


La semana pasada se reunieron en Montevideo algunas de las Comisiones del Parlatino, en particular una 
Subcomisión que trata este tema, en la cual se escuchó una exposición del contador Gil y del Inspector 
Guarteche. Creo que sería bueno solicitar la versión taquigráfica de esa sesión, por lo menos lo que corresponde a 
la presentación de la realidad uruguaya, a los efectos de que todos los que no concurrieron puedan conocerlo. 


Las presentaciones del contador Gil y del Inspector Guarteche fueron muy ilustrativas, cada uno dentro de su 
ámbito, y es bueno que las tengamos todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra presencia. 


(Se retira de Sala el contador Gil) 


——— Tenemos que resolver la invitación que hace GOPAC para la actividad que se va a desarrollar en Kuwait 
desde el 17 al 20 de noviembre. El señor Presidente de la Cámara de Representantes autorizó el viaje de tres 
integrantes de esta Comisión y se designó al señor Diputado Gandini en representación del Partido Nacional; 
quedaría por definir los otros dos integrantes de los demás Partidos que integran la Comisión. 


SEÑOR GANDINI.- Estuve revisando la comunicación que se nos envió personalmente y se hace 
referencia de que la fecha para contestar es el 15 de setiembre. Supongo que no es una fecha después de la 
cual uno no se pueda inscribir pero, pasado el 15 de setiembre y si no tenemos una respuesta, sería 
conveniente que la Comisión comunicara por escrito para que quede documentado lo que se ha resuelto, es 
decir, que se va a concurrir, que hay disposición oficial para que concurran tres personas en 
representación de la Cámara, algo que no es habitual. Digo esto porque la mayoría de los que concurren lo 


hacen siendo legisladores pero a título personal, y acá habría una representación institucional. Además, 
habría que establecer que los nombres de esas tres personas se comunicarán cuando así se resuelva. Con 
eso cubrimos la formalidad y manifestamos el interés. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá. 


SEÑOR ASTI.- Yo también había solicitado en la reunión anterior que la información que GOPAC pidió a 
algunos legisladores en forma personal fuera contestada por la Comisión. Para algo la formamos y debe 
ser esta la que, desde el punto de vista de esta Cámara, debe asumir esta cuestión, como decía el señor 
Diputado Gandini. 


Nosotros, a diferencia de otros Parlamentos, asumimos esto colectivamente y por lo tanto sería bueno que la 
relación con GOPAC la estableciéramos institucionalmente. No es una relación personal de los legisladores. En 
el caso nuestro, que ya nos tocó concurrir a una actividad organizada por GOPAC, la Cámara se hizo cargo de 
todos nuestros gastos porque concurrimos en su representación y no a título personal. 


Tenemos entendido que se pide información acerca de qué avances ha habido en este último período y podríamos 


comentarles acerca de la creación de nuevos Juzgados y Fiscalías y hablar del proyecto de ley que luego 
discutiremos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto lo propuesto por el señor Diputado Gandini. 


Se levanta la reunión. 


T ínoa dal nia da nánrina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


